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Panel especial integrado por su presidente, el Juez Sánchez Ramos, 
la Juez Birriel Cardona y el Juez Rivera Torres.1 

 

Sanchez Ramos, Juez Ponente 
 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 20 de julio de 2017. 

El Tribunal de Primera Instancia (“TPI”) denegó una solicitud 

de interdicto preliminar dirigida a impedir la implantación de una 

ordenanza municipal sobre recogido de materiales reciclables; no 

obstante, el TPI le prohibió al municipio “implantar las penalidades” 

contempladas por dicha ordenanza “hasta que se resuelva la 

demanda en los méritos”.  Por las razones que se exponen a 

continuación, declinamos intervenir, en esta etapa, en el caso de 

referencia. 

I. 

Los Sres. Juan Cancel Rivera y Edy Ruiz Vega (los 

“Demandantes” o “Peticionarios”) presentaron la acción de 

referencia (la “Demanda”) en contra del Municipio de Cabo Rojo (el 

“Municipio”).  Alegan que una ordenanza del Municipio (Ordenanza 

Núm. 26, Serie 2016-17, o la “Ordenanza”) es nula, y solicitaron que 

                                                 
1 Orden Administrativa TA-2017-128 de 29 de junio de 2017 sobre designación 

de paneles especiales. 
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así lo declare el TPI. Además, solicitaron un remedio interdictal 

dirigido a que se le ordenara al Municipio “no poner en vigor y/o 

dejar sin efecto la imposición de la Ordenanza …”. 

Se alega que la Ordenanza es contraria a la Ley de Municipios 

Autónomos porque la misma condiciona la aprobación de una 

ordenanza para cobrar una “tarifa por el manejo de desperdicios 

sólidos” a que, antes, se celebren vistas públicas. Véase Artículo 

2.005(b) de la Ley 81-1991 (“Ley 81”), 21 LPRA sec. 4055(b). Los 

Demandantes sostienen que la Ordenanza impone dicha tarifa 

(porque “impone el uso mandatorio de bolsas especializadas de 

basura como requisito para el recogido de basura”), sin que antes 

de su aprobación se celebrara vista pública alguna. 

En la Demanda, se plantea, además, que la Sección 7ma de 

la Ordenanza, la cual establece ciertos requisitos para que un 

residente contrate a un proveedor de servicios de recogido y 

disposición de desperdicios sólidos, viola varias disposiciones de la 

Ley 77 de 25 de junio de 1964 (“Ley Anti-Monopolios”). Según los 

Demandantes, estos requisitos son “irrazonables” y su propósito es 

“concederle un monopolio en el reciclaje y recogido de basura a la 

entidad seleccionada para la implantación” de la Ordenanza; se 

sostiene, además, que ello constituye un “intento de restringir 

irrazonablemente los negocios o el comercio de recogido de basura y 

reciclaje”. 

El TPI denegó la solicitud de entredicho provisional de los 

Demandantes y señaló una vista para atender la solicitud de 

interdicto preliminar (la “Vista”). En la Vista, el TPI recibió prueba 

documental y testimonial. El 1 de junio de 2017, el TPI emitió una 

Resolución y Orden (la “Resolución”), notificada el 17 de junio. En 

la Resolución, el TPI consignó un número de determinaciones de 

hecho y conclusiones de derecho, y, en lo pertinente, sobre la “base 

de la prueba desfilada”, denegó el interdicto preliminar solicitado 
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por los Demandantes. A la misma vez, el TPI señaló vista para el 12 

de julio de 2017 y prohibió al Municipio que implantara las 

“penalidades dispuestas por la Ordenanza … hasta que se resuelva 

la demanda en los méritos”. 

Mientras tanto, el 16 de junio de 2017, el Estado Libre 

Asociado, por conducto del Departamento de Justicia, presentó una 

acción separada contra el Municipio y ciertas partes privadas (la 

“Demanda del ELA”). En la misma, se alegó que la Ordenanza es 

contraria a la Ley Anti-Monopolios, y se solicitó una declaración de 

que la Ordenanza viola dicha ley; además, se solicitaron remedios 

dirigidos a paralizar e invalidar una transacción entre el Municipio 

y una parte privada, relacionada con la implantación de la 

Ordenanza.  

A raíz de la presentación de la Demanda del ELA, el TPI citó 

ambos casos para una vista urgente a celebrarse el 19 de junio de 

2017.  Surge del récord que, en dicha vista, las partes llegaron a 

unos acuerdos, de conformidad con los cuales el Municipio “no 

implantará las penalidades dispuestas por la Ordenanza … hasta la 

solución final de los pleitos.”  Además, se acordó y ordenó que no 

“continuará en vigor ni se implantará la Sección Séptima” de la 

Ordenanza.  El TPI reiteró lo ordenado en la Resolución y confirmó 

el señalamiento de la vista para el 12 de julio de 2017. 

El 13 de julio de 2017, los Demandantes presentaron el 

recurso que nos ocupa, mediante el cual solicitan la revocación de 

la Resolución.  Argumentan que el TPI erró al denegar el interdicto 

preliminar solicitado.  Además, el 19 de julio de 2017, los 

Peticionarios presentaron una moción en auxilio de jurisdicción, 

mediante la cual solicitaron que se paralice la “vigencia y 

efectividad” de la Ordenanza.   
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II. 

El auto de certiorari constituye un vehículo procesal 

discrecional que permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar 

las determinaciones de un tribunal inferior. IG Builders et al. v. 

BBVAPR, 185 DPR 307 (2012); Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 913, 

917 (2009); García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005). Distinto al 

recurso de apelación, el tribunal revisor tiene la facultad de expedir 

el recurso de manera discrecional, por tratarse de ordinario de 

asuntos interlocutorios. Sin embargo, nuestra discreción debe 

ejercerse de manera razonable, procurando siempre lograr una 

solución justiciera.  Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 

98 (2008); Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001). 

La Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 

LPRA Ap. XXII–B, R. 40 (“Regla 40”), establece los criterios a 

examinar para ejercer nuestra discreción, al disponer lo siguiente:  

El Tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 

certiorari o de una orden de mostrar causa:    
 
(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 

contrarios a derecho.   
(B) Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema.   
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia.   
(D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.   
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración.   
(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 

y una dilación indeseable en la solución final del litigio.   
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia.  
 
La denegación de una petición de expedición del auto de 

certiorari no impide a la parte afectada reproducir su planteamiento 

en apelación. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, supra. 
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III. 

Considerados los factores de la Regla 40, supra, concluimos 

que debemos denegar el auto solicitado, así como la moción en 

auxilio de jurisdicción. No es aconsejable nuestra intervención en 

esta etapa de los procedimientos, lo cual dilataría innecesariamente 

la solución final de la Demanda. Regla 40(E) y (F). Al respecto, 

resaltamos que está pendiente una acción adicional (la “Demanda 

del ELA”), por lo cual no sería eficiente dilatar la adjudicación final 

de la Demanda, pues ello también podría dilatar, indirectamente, la 

solución de la Demanda del ELA.   

Además, y más importante aún, los Peticionarios no han 

argumentado que exista circunstancia alguna, de naturaleza 

urgente, que requiera nuestra intervención inmediata. Únicamente 

argumentan que la Ordenanza es ilegal (“se está[] ocasionando 

daños a los Peticionarios quienes tienen que someterse a una 

“ordenanza” que es nula … y que su puesta en función afecta sus 

derechos constitucionales”).   

No obstante, la realidad es que el TPI paralizó, hasta la 

adjudicación final de la Demanda (y de la Demanda del ELA), la 

implantación de penalidad alguna contemplada por la Ordenanza 

así como la sección de la misma que se impugna al amparo de la Ley 

Anti-Monopolios. En vista de ello, no cabe hablar de que los 

Peticionarios están sujetos a una “carga económica extremadamente 

alta” a raíz de la Ordenanza, pues estos pueden optar por no cumplir 

con la Ordenanza, sin que el Municipio pueda penalizarlos.   

En fin, los Peticionarios no intentan explicar exactamente qué 

daño particular están sufriendo actualmente, a raíz de la decisión 

del TPI de no paralizar en su totalidad la implantación de la 

Ordenanza.  La alegación general y abstracta de los Peticionarios, a 

los efectos de que sufren “daños” simplemente porque la Ordenanza 

existe y es “nula”, y que por ello se afectan sus “derechos 



 
 

 
KLCE201701251 

 

6 

fundamentales”, no es suficiente para ameritar nuestra intervención 

en esta etapa. Véase Regla 40(E), (F) y (G) de nuestro Reglamento, 

supra. 

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, se deniega el auto de 

certiorari solicitado, así como la moción en auxilio de jurisdicción. 

Notifíquese inmediatamente vía fax, por teléfono o correo 

electrónico y posteriormente por la vía ordinaria. 

 Lo acuerda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

La Jueza Birriel Cardona disiente sin opinión escrita. 

 

 

 
                                             Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

                                      Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


